	

	La Tercera > Opinión 


	Castigo justo, no más duro

	Por Leonardo Moreno, Defensor Penal  Metropolitano Norte

	Fecha edición: 10-02-2005


	

	   El paso de una corriente pro endurecimiento de las penas a otra más favorable a la humanización de la sanción penal, y viceversa, es tan cíclico como la moda en todas partes del mundo. En nuestro país hoy se vive la fase castigadora, olvidándose sus promotores de que ser imputado en un juicio penal es algo de lo que nadie está libre.

   El nuestro es uno de los países con los índices de criminalidad más bajos de la región. Sin embargo, la amplia difusión que algunos medios hacen de delitos de connotación violenta o sexual ha profundizado el natural rechazo del ciudadano al delincuente. Este personaje repudiable, pero presente en todas las sociedades, se torna así en el padre de todos los males. Su eliminación definitiva y permanente -utopía milenaria- es usada como promesa y bandera por cualquier actor que requiera del oxígeno de la popularidad. 

   ¿Pero es correcto identificar a este delincuente, implacable, con todo aquel que es condenado en un juicio penal? Diversos estudios revelan que de la gran masa de autores de delitos sólo un pequeño porcentaje corresponde a "profesionales" del crimen, es decir, a delincuentes habituales que viven del delito. Según la lógica del endurecimiento de penas, estos individuos serían los únicos que, eventualmente, estarían en situación de hacer cálculos sobre el castigo de los crímenes que van a cometer. 

Pero la inmensa mayoría son delincuentes circunstanciales. Es decir, cometieron crímenes, a veces horrendos, por situaciones del momento, que no premeditaron. Se trata de personas, muchas veces de conducta anterior intachable, que por riñas, estado de ebriedad, celos, apuro económico o simple oportunidad, perpetraron delitos en bares, en accidentes de tránsito, en sus lugares de trabajo o hasta en sus propios hogares. Claramente, en un momento de ira u otro estado de enajenación momentánea, estas personas no están pensando cuántos grados más o menos tendrá el castigo que les aplicarán. 

   Como se aprecia, cualquiera persona honesta podría tener la mala suerte de verse en situaciones de vida extremas que lo lleven a tener la calidad de imputado en un juicio criminal. Pero como sólo se está pensando en el delincuente profesional, la gran masa de personas que delinquieron sin haberlo planificado sufrirá castigos durísimos, que de paso afectarán gravemente sus posibilidades de rehabilitación. Una expresión de esto es la recientemente promulgada Ley Nº 20.000, sobre drogas. Aunque ésta, parte del propósito correcto de distinguir entre tráfico y microtráfico, amplía a tal punto la subjetividad en la calificación del hecho, que puede llegarse al extremo de que bajo determinadas circunstancias, si un grupo de jóvenes es sorprendido fumando marihuana, podría ser condenado con penas más altas que un homicida.

   Si la ley pierde su esencial sentido de proporcionalidad se puede caer en situaciones, como muchas que registra la historia judicial chilena, en que normas draconianas han pasado a ser letra muerta porque los magistrados se las arreglan para eludirlas a fin de poder aplicar verdadera justicia. Por la prensa nos hemos enterado de otros proyectos como el de "la tercera es la vencida". Un eufemismo para decir que pretende que, por ejemplo, a un ratero que ha sido sorprendido y condenado tres veces por robo se le apliquen penas gravísimas, dignas de un crimen alevoso. 

  Cualquier extralimitación de la pena involucraría un abuso por parte de Estado. La aversión visceral que hoy existe contra los delincuentes está llevando a la sociedad, incluyendo a destacados juristas, a subirse al tren de los que sólo desean castigo para ellos, sin entrar a hacer mayores distingos. 

   La verdad es que todos estamos en el mismo tren, pero algunos nos quedamos en el vagón de los que tenemos la convicción de que la lucha contra la delincuencia no se hace más eficiente sobrepasando el castigo que los condenados merecen. Y esto no sólo por una cuestión de principios, sino que por razones de prudencia y eficiencia. El nuevo procedimiento penal permite discriminar al delincuente habitual del circunstancial, pero ello se hará más difícil si progresivamente las leyes obligan a echarlos a todos al mismo saco.




